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LAS NUEVAS FORS 
DE LA RELACION DE

Para la jurisprudencia dominicana se presume, hasta prueba en 
contrario, la existencia de un contrato por tiempo indefinido entre 
el que presta un servicio personal y aquél a quien le es prestado (Arts. 
15 y 16). Corresponde al demandado, generalmente el empleador, 
demostrar que el vínculo contractual que lo liga con el asalariado es 
de naturaleza transitoria, sea a plazo cierto o incierto. La prueba a 
suministrar recaerá sobre el carácter intrínseco de la prestación de 
servicios: el contrato de trabajo por tiempo indefinido requiere de 
una labor permanente e ininterrumpida, entendiéndose por el prime­
ro de estos términos que el trabajo tenga por objeto satisfacer las ne­
cesidades normales, constantes y uniformes de una empresa, y por el 
segundo que el trabajador se halle a la disposición de su empleador 
todos los días laborables, sin otras suspensiones y descansos que los 
autorizados por la ley o los convenidos entre las partes (Arts. 7, 8 
y 9).
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Como puede observarse, el primero de los contratos menciona­
dos corresponde a la categoría doctrinal denominada de duración in­
determinada y los dos últimos a la de duración determinada.

El Código de Trabajo de la República Dominicana prevé la exis­
tencia de tres tipos diferentes de contratos de trabajo: a) por tiempo 
indefinido; b) por cierto tiempo; y c) para una obra o servicio deter­
minados (Art. 7. En lo que sigue de este estudio cada vez que en un 
paréntesis se mencione un artículo nos estaremos refiriendo al Códi­
go de Trabajo de la República Dominicana).

La labor en que se encuentre ausente la permanencia y la ininte­
rrupción dará origen a un contrato de duración determinada. Si las 
partes supeditan ¡a terminación de su relación a la naturaleza del tra-
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Al margen de estas excepciones legales que escapan a la inflexi­
ble dicotomía que sirve de fundamento a los dos tipos de contratos 
de trabajo reconocidos por la doctrina y la legislación positiva, la 
práctica ha revelado la existencia de otras formas de relaciones de 
trabajo que también desbordan la tipicidad del trabajo a tiempo com­
pleto como fuente exlcusiva o principal de ingresos y la actividad de 
corta duración manifestada excepcionalmente para suplir necesidades 
adventicias y casuales.

bajo confiado y al tiempo necesario para concluirla, se hablara de la 
existencia de un contráto'para una obra o servicio determinados (Art. 
12), pero.si los contratantes fijan un término de extinción se dirá que 
su contrato es por cierto tiempo (Art. 14).

El contrato por tiempo.indefinido, el por cierto tiempo y el 
acordado para una obra ó servicio determinado constituyen las figu­
ras jurídicas tradicionales que sirven de marco legal a las relaciones de 
trabajo típicas, esto es, las de duración indeterminada y las de natura­
leza transitoria; aquéllas originarán un contrato de trabajo por tiem­
po indefinido y éstas uno por cierto tiempo o para una obra o servi­
cio determinados. Por consiguiente, a prima facie resultará jurídica­
mente imposible que una labor de carácter permanente e ininterrum­
pida conduzca a la celebración de un contrato de duración determi­
nada; a la inversa, una faena de índole accidental u ocasional no po­
drá producir el nacimiento de un contrato por tiempo indefinido.

Sin embargo, la realidad del mundo del trabajo es tan rica que 
difícilmente pueda aprisionarse en un rígido texto de ley. El Código 
de Trabajo de la República Dominicana se ha visto precisado a admi­
tir la existencia de otras formas de relación laboral que escapan a la 
división básica entre labor de duración indeterminada y determinada. 
El trabajo estacional, en un país cuyo producto esencial de exporta­
ción es el azúcar, elaborado por una industria de funcionamiento cí­
clico, tuvo necesariamente que ser catalogado como fuente de un de­
terminado tipo de contrato de trabajo. Los servicios utilizados para 
intensificar temporalmente la producción también fueron previstos y 
sometidos a una determinada clase de contrato de trabajo. Labores 
de naturaleza permanente,en caso excepcionales señalados por la ley, 
fueron sometidas al estatuto del contrato por cierto tiempo y, en sen­
tido contrario, se autorizó a las partes a celebar contrato por tiempo 
indefinido a pesar de que los trabajos no fueran de naturaleza perma­
nente (Arts.. 10, 1 1, 13 y 14).
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De estas formas la más frecuentemente empleadas es la de enco­
mendar a un tercero la ejecución de determinados servicios que aun­
que no contribuyen directamente a la consecución, de los fines de la 
empresa resultan indispensables para el desenvolvimiento de sus acti­
vidades. Dentro de esta modalidad la que más ha proliferado es la de 
los guardianes privados, contratados por agencias de seguridad que 
los ponen al servicio de aquellas empresas que los necesitan. De igual 
modo, aunque menos difundida que la anterior, se han constituido 
empresas de servicios de limpieza con un personal fijo que es asigna­
do en forma permanente al aseo de aquellos establecimientos, como 
entidades bancarias y universidades, que procuran contractualmente 
su asistencia.

No obstante, la afirmación anterior no significa que la relación 
triangular entre trabajador, empresa empleadora y empresa tomadora 
de servicio no exista en la República Dominicana. Si es cierto queja 
empresa de trabajo temporario con las características que le son inhe­
rentes en otras latitules, acabadas de señalar en el párrafo anterior, no 
ha brotado todavía en esta media isla, resulta innegable que otras for­
mas de relación triangular han comenzado a manifestarse con regular 
intensidad y permanencia.

En los dos ejemplos citados la relación trinagular es manifesta­
da; la agencia de guardianes privados o de limpieza coloca su perso­
nal al servicio de una empresa que requiere su colaboración. La simi­
litud con el contrato de trabajo temporario es evidente en razón de 
que en ambas situaciones se produce una relación de naturaleza co­
mercial entre la empresa de servicio y la empresa tomadora del servi­
cio; una relación contractual entre la empresa de servicio y el trabaja­
dor temporario; y una relación de hecho entre éste y la empresa to­
madora del servicio. Pero si por su naturaleza intrínseca el trabajo 
temporario es de duración determinada en vista de que ha sido crea-

Formas de relaciones de trabajo Atípicas.

1.- El denominado contrato de trabajo temporario por el cual 
una empresa constituida expresamente con tales fines pone a dispo­
sición de otras los servicios de sus trabajadores, apenas comienza a es­
bozarse en la República Dominicana. Este tipo de empresa surgido 
en otros países con el propósito de suministrar a las industrias y co­
mercios un personal para sustituir provisionalmente al trabajador re­
gular ausente, para suplir las necesidades extraordinarias de servicio, 
para ejecutar trabajos urgentes necesarios para prevenir accidentes 
inminentes, etc., aún no se conoce en el país.
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do para satisfacer las necesidades excepcionales de una empresa, de 
modo que al cesar las mismas se dejan de utilizar los servicios del tra­
bajador, a quien se enviará a otra empresa que requiera de sus ener­
gías, no sucede necesariamente igual en las prestaciones ofrecidas por 
la agencia de guardianes privados o por i. de limpieza. Es cierto que 
el guardián o el limpiador pueden ser llevados de un establecimiento 
a otro, especialmente cuando sus servicios son contratados por un pe­
ríodo determinado, pero generalmente la vigilancia y la limpieza (par­
ticularmente esta última) son actividades permanentes y continuas de 
las cuales no puede prescindir un empresario, razón por la cual, el 
guardián o el limpiador puestos a disposición de un tercero trabajarán 
día tras días sin tiempo definido. El trabajo temporario como pro­
ducto de la relación comercial entre una empresa de trabajo tempora­
rio v una tomadora del servicio se esfuma para dar paso a una labor 
permanente y continua.

Esta relación tringular no ha sido prevista en la legislación domi­
nicana, pero la misma no ha provocado mayores inconvenientes en la 
práctica porque hay consenso en admitir de parte de empresarios, tra­
bajadores y jus-Jaboralistas que el empleador de este tipo de asalaria­
do lo es la agencia de servicios a la cual se le reclaman todas las obli­
gaciones propias de un contrato de trabajo. La persona a quien se 
prestan los servicios entra en una relación fáctica con el trabajador a 
quien si da órdenes e instrucciones en todo lo concerniente a su ocu­
pación es sólo porque ha recibido de la agencia de servicios una dele­
gación del poder de dirección inmanente a todo jefe de empresa.

Un triángulo laboral, distinto al anterior, se ha exteriorizado en 
el seno de algunas asociaciones sin fines de lucro. Estas, dotadas de 
personalidad jurídica en la legislación dominicana, son empleadoras 
de su personal y sujetas a las prescripciones del Código de Trabajo. 
A causa de sus estrecheses financieras procuran la ayuda económica 
del Estado que se la otorga mediante subsidios monetarios y a ve­
ces permitiendo que algunos de sus empleados laboren a tiempo com­
pleto e indefinidamente bajo sus órdenes. Surge entonces la corres­
pondencia tripartita entre el Estado, su servidor y la asociación, pero 
al mismo tiempo se presenta para el derecho laboral dominicano una 
de las controversias más apasionantes que hasta ahora no ha podido ’ 
ser resuelta. En efecto, si en la relación triangular que se produce en­
tre una agencia de servicios, el trabajador y la empresa tomadora del 
servicio, no ha habido discrepancia para aceptar que la primera es la 
empleadora del segundo y que es entre ellos que se establece el víncu­
lo contractual laboral, no ha sucedido igual cuando en la conexión
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Si en las ocasiones señaladas precedentemente la relación trian­
gular tiene su fuente en el interés de la empresa de disponer de mayor 
flexibilidad en sus políticas de reclutamiento de personal o en su si­
tuación económica, hay situaciones en que el deseo de eludir la apli­
cación de la legislación laboral, de la seguridad social y fiscal consti­
tuye el motivo fundamental del surgimiento del triángulo laboral. 
Aunque la utilización de este mecanismo con miras a burlar la legisla­
ción social y fiscal no es usual en el país, pues se practican otros me-

interviene la persona del Estado. El artículo 3 del Código de trabajo 
excluye de sus disposiciones las relaciones de trabajo entre el estado 
y sus servidores, de modo que cuando aquél le pide a uno de sus em­
pleados que pase a trabajar en favor de un empleador privado se sus­
citará de inmediato la inquietud de saber si en el caso de la especie se 
aplicarán o no las normas de la legislación laboral. Como el emplea­
do ha sido designado en sus funciones por decreto del Poder Ejecuti­
vo parece razonable concluir afirmando que se trata de un empleado 
público cuyo empleador es el Estado. Sin embargo, la solución no es 
tan simple. El régimen de trabajo del empleado público es diferente 
al del trabajador privado y es a este último al cual se someterá el em­
pleado público que ha sido situado bajo la subordinación de la asocia­
ción privada. Aún más, ésta acostumbra a pagarle una suma comple­
mentaria al sueldo que percibe del Estado y le concede prestaciones 
de las que no goza usualmente el servidor estatal. Así, pues, este em­
pleado nombrado por el Poder Ejecutivo y remunerado por el Esta­
do, al pasar a trabajar a la asociación privada recibirá un suplemento 
de salario y se beneficiará de ciertos derechos que se rehúsan al em­
pleado público. Ante esta situación especial algunos jus-laboralistas 
se muestran partidarios de la tesis que proclama que en la ocurrencia 
el Estado ha otorgado su consentimiento para que el empleado sea 
contratado por la asociación privada, la cual será reputada como su 
empleador. No obstante, la proposición no deja de tener sus incon­
venientes puesto que el Estado seguirá pagando un sueldo a una per­
sona que con su anuencia ha sido contratada por el sector privado, lo 
que ya de por sí constituye una situación irregular, al mismo tiempo 
que el empleador particular correrá el riesgo, como ha sucedido en la 
práctica, de verse demandado en reclamación de la diferencia de sala­
rios dejada de pagar en razón de que como sólo abona una suma su­
plementaria estará siempre por debajo del mínimo establecido por la 
ley. La Suprema Corte de Justicia aún no ha tenido la oportunidad 
de pronunciarse categóricamente y el debate continúa respecto a la 
determinación de la persona a la cual debe reputarse como emplea­
dor.
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Si el intermediario actúa como representante conocido del em­
pleador será difícil que pueda discutirse quién es la persona que ha 
contratado el asalariado. El triángulo no se ha formado.Pero la activi­
dad el intermediario causa confusiones cuando éste procede sin ser 
representante conocido del empleador y se comporta ante los ojos de 
los trabajadores como si fuera el patrono. La situación es muy co­
mún en la industria de la construcción en la que el ejecutor de la obra 
en su afán de eludir la legislación laboral y de la seguridad social se 
procura la asistencia de un testaferro insolvente a quien hace repre­
sentar el papel de empleador. El Código de Trabajo determina expre­
samente que esta persona, cuya única misión es intervenir por cuenta 
del verdadero empleador en la contratación de los servicios de los tra­
bajadores, no es más que un intermediario (Art. 18), y esa función la 
mantendrá aunque asuma la conducta propia de un empleador diri­
giendo las labores y pagando los salarios del personal. La jurispru­
dencia, haciendo uso de la teoría de la apariencia, permite al trabaja­
dor accionar contra el patrono aparente o contra el verdadero, con lo 
cual está facultando al asalariado a seleccionar, según convenga a sus 
intereses, la persona de su empleador. Con esta orientación se admite

nos complicados, contadas empresas han comenzado a utilizarlo. 
Apelando a la personalidad jurídica mercantil, la empresa real y ver­
dadera crea un ente ficticio que se encargará de contratar al personal 
asalariado para ponerlo a la disposición de la primera.La empresa que 
funge como empleadora no tiene vida práctica y su única misión es la 
de aparecer como la persona que ha empleado a los asalariados. La 
empresa verídica se limita a celebrar un contrato comercial con la 
que actúa como empleadora para que éta le suministre los servicios 
de un personal que de manera continua e ininterrumpida se encarga­
rá de satisfacer las necesidades constantesqiormales y uniformes de la 
explotación. Obviamente, la artimaña busca soslayar el ámbito de 
aplicación de la legislación laboral dejando a los trabajadores a mer­
ced de un empleador fingido y, por ende, insolvente, pero aún si éste 
no lo fuere y cumpliera a cabalidad con sus obligaciones laborales, el 
ardid del triángulo se yergue en la especie contra los derechos de sin­
dicación y de negociación colectiva que quedan desprovistos de toda 
eficacia práctica al tener que ejercerse frente a un empresario fan­
tasma.

2.- La figura del Intermediario entre las partes contratantes tam­
bién origina una relación de trabajo triangular cuando aquel recluta 
trabajadores para ponerlos a disposición de un tercero. Su interven­
ción en la relación laboral ha sido prevista en el Código de trabajo 
(Arts. 18, 19,20,23 y 24).
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c) Cuando el intermediario encarna su ocupación sin arrojarse el 
porte de empleador el triángulo apenas se esboza para diluirse tan 
pronto se celebra el contrato de trabajo entre las partes (Art. 19).

3.- En el préstamo de trabajadores entre empresas diferentes 
también aflora la relación triangular, produciéndose la atipicidad del 
vínculo laboral. A diferencia de lo que acaece en la denominada 
transferencia del trabajador en que el nuevo empleador que lo toma 
bajo sus órdenes desplaza definitivamente al anterior para quedar 
subrogado en sus derechos y obligaciones (Art. 57), en el préstamos 
de un asalariado la empresa receptora sólo utilizará sus servicios tem­
poralmente para al cabo de cierto tiempo retomarlo a la empresa

b) Cuando una persona contrata parte de una obra en beneficio 
de otra para ejecutarla por cuenta propia y sin sujeción a éste. Se 
trata de la figura del subcontratista, que como empresa debidamente 
establecida, ya sea persona física o moral, acuerda con el contratista 
principal ejecutar una parte de la obra con su propio personal. La 
relación triangular se manifiesta entre el contratista principal, el sub­
contratista y los trabajadores de éste, pero para el legislador domini­
cano no cabe duda alguna de que la relación contractual sólo se esta­
blece entre éstos y el penúltimo mencionado, a quien se le reputa co­
mo el empleador (Art. 24). Entre éste y el primero señalado inter­
vendrá un contrato civil de obra o empresa. Claro está, la fisonomía 
del subcontratista puede confundirse con la del intermediario que 
actúa con apariencias de empleador, pero la clave de la distinción ra­
dica en que el primero es una empresa establecida con un personal 
propio y fijo, al contrario de lo que sucede con el segundo, que si 
actúa en función de empleador es sólo porque ha recibido mandato 
para hacerlo.

la existencia de dos empleadores para un mismo trabajor, quien a su 
conveniencia, escogerá al uno o al otro para la reclamación de sus de­
rechos laborales. Por supuesto, la situación sólo es posible si en el 
triángulo laboral participa un intermediario con apariencia de em­
pleador, lo que no acontecerá en circunstancias parecidas, aunque no 
similares, como son:

a) Cuando el intermediario no sólo contrata por cuenta de un 
tercero los servicios de uno o varios trabajadores sino que además 
trabaja bajo la dependencia y dirección de ese tercero. Si así sucede 
se configurará un doble papel de intermediario y trabajador a la vez 
(Art. 20).
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prestamista. Como el contrato de trabajo se ha celebrado entre ésta 
y el asalariado podría llegarse a la conclusión de que entre este últi­
mo y la empresa prestataria sólo existe una relación fáctica; pero la 
solución no es tan simple, especialmerfe sise toma en consideración 
que muchas veces el préstamos se concierta con la obligación para el 
empleador prestatario de pagarle el salar’ j al trabajador prestado. Si 
así aconteciera, ¿a quién atribuirle la calidad de empleador? La le­
gislación dominicana no ha dado respuesta a esta inquietud que en la 
practica ha conducido a la exposición de dos tesis contrapuestas. 
Para algunos jus-laboralistas el empleador es la persona que ha contra­
tado al asalariado, pues si éste pasa temporalmente a servir en otra 
empresa es debido al acuerdo tripartito que se ha manifestado entre 
Jos dos empresarios y el trabajador, y cuya finalidad no es la de susti- 
truir a un empleador por otro sino de la permitir que los servicios 
sean prestados a una persona diferente a la que celebró el contrato de 
trabajo, que si se obliga a pagar el salario es sobre la base de que está 
pagando un precio por el préstamo acordado. No obstante, arguyen 
los adversarios de esta opinión, resulta difícil admitir que no se haya 
formado un contrato de trabajo entre el empleado y el empleador 
prestatario, pues los tres elementos constitutivos del mismo (presta­
ción personal de servicios, remuneración y subordinación jurídica) se 
hallan reunidos en dicha relación laboral, por lo que parece preferible 
analizar este tipo de préstamos de trabajador como una verdadera 
transferencia en que el prestatario sustituye al prestamista, aunque 
sea pasajeramente, para luego ser sustituido por éste al término del 
préstamo. Y, en efecto, al definir la transferencia o traspaso del tra­
bajador de una empresa a otra el artículo 57 del Código de Trabajo 
no especifica si la misma debe hacerse temporalmente o en forma de­
finitiva, razón por la cual nada obsta para que el empleador sustitui­
do pueda a su vez sustituir a quien fue su sustituto. Con esta explica­
ción quedan garantizados los derechos del trabajador y que en la le­
gislación dominicana el nuevo empleador que subrogado en los dere­
chos y obligaciones del antiguo empleador y se establece una respon­
sabilidad solidaria entre ambos que permitirá al operario reclamar a 
cualquiera de los dos sus prestaciones laborales (Arts. 57 y 58).

Además de este préstamo de trabajador entre empresas diferen­
tes, en la realidad dominicana se manifiesta un préstamo muy pecu­
liar en que el subordinado presta sus servicios concomí tan temente y 
durante el mismo horario a su empleador original y al empleador 
prestatario. La situación se presenta entre empresas dedicadas a una 
actividad que forman parte de un solo conjunto económico y que 
ocupan un mismo local: el trabajador contratado por uno de los em­
pleadores para la realización de una determinada labor será utilizado
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Como la legislación nada ha previsto respecto a la ocurrencia 
precedentemente comentada en la práctica se han suscitado recla­
maciones en que el trabajador aspira a que se le reconozca la existen­
cia de dos contratos de trabajo paralelos y simultáneos. Los emplea­
dores demandados han aducido que se trata de un caso en que se le 
ha permitido al asalariado hacer uso de su jomada laboral para cola­
borar con una persona que si bien le paga por sus servicios no le diri­
ge su actividad, razón por la cual , sólo existe un contrato de traba­
jo que concurre con un contrato civil de servicios. La situación no 
puede ser más complicada porque la verdad es que el periodista está 
cumpliendo una jomada durante la cual recibe órdenes e instruccio­
nes de ambos empleadores, aún cuando sea uno el que le pague el 
salario y el otro sólo un complemento, con lo cual queda demostra­
do que el derecho del trabajo debe necesariamente encaminarse a 
superar el concepto de la personalidad jurídica mercantil para arri­
bar a su propia concepción respecto a la persona que debe reputar­
se como empleador.

4.- El llamado trabajo a tiempo parcial tan frecuentemente usa­
do por estudiantes y mujeres en las naciones altamente industrializa­
das comienza a conocerse en la República Dominicana. Hasta el 
momento no ofrece problemas jurídicos porque el cúmulo de empleo 
no está prohibido en la legislación laboral, de modo que pueden esta­
blecerse varias relaciones de trabajo a condición de que las mismas no 
sean simultáneas sino sucesivas, o lo que es lo mismo, que se trabaje 
para patronos diferentes en jomadas que no sean coincidentes. No 
obstante, el part time causa sus inconvenientes en lo que respecta a la 
aplicación de la tarifa del salario mínimo en vista de que monto ha si­
do fijado por mes lo que inclina a los trabajdores a tiempo parcial a 
pensar que tienen derecho a percibir la cantidad mínima establecida 
por un mes de trabajo, exigencia rechazada por los empleadores que 
sólo se muestran dispuestos a pagar la proporción correspondiente al 
número de horas trabajadas.

por otro de los pertenecientes al conjunto,previa anuencia de aquél, a 
fin de que a cambio de un suplemento de salario le rinda servicios si­
milares durante las mismas horas en que cumple su jomada habitual. 
La especie suele presentarse en cadenas periodísticas integradas por 
diversas personas jurídicas, cada una de ellas dedicadas a la edición 
de un diario distinto, lo cual facilita que el periodista pueda prestar 
sus servicios a los dos empleadores durante el tiempo en que rinde 
su jomada de trabajo.
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5.- Hasta 1979 el Código de Trabajoconsideraba que el trabaja­
dor estacional y el reclutado durante períodos de punta se encontra­
ban ligados a la empresa por un contrato de trabajo por término in­
definido, pero que el mismo expiraba sin responsabilidad para el em­
pleador con la terminación de la temporada o cuando cesaba la nece­
sidad de trabajo.

En 1979 fueron modificados los artículos 10 y 11 del Código de 
Trabajo con la finalidad de corregir la contradicción intrínseca que 
implicaba ponerle término a un vínculo que se reputaba como indefi­
nido. La superación de esta incongruencia condujo al legislador a 
tratar de manera diferente al trabajo estacional y al trabajo ocasiona­
do por períodos de punta.

Para el primero se consideró que los contratos relativos a traba­
jos estacionales se reputarían por tiempo indefinido, pero que los 
mismos quedarían suspendidos al terminar la temporada para reini­
ciarse su ejecución en la zafra subsiguiente. Con esta modificación se 
logra preservar el empleo del trabajador estacional cuyos períodos de 
prestación de servicios correspondientes a varias temporadas sucesivas 
se acumularán para la determinación de sus derechos. Durante la 
temporada muerta el contrato de trabajo continuará vigente, pero las 
partes quedarán liberadas de la ejecución de sus respectivas obligacio­
nes: el trabajdor no prestará servicios y el empleador no pagará ni el 
salario ni sus complementos. Sin embargo, diversos pactos colectivos 
suscritos por empresas azucareras han consignado la obligación para 
el empleador de pagar una parte del jornal mientras transcurre el pe­
ríodo de la suspensión. Para el segundo se ideó una salida diametral­
mente opuesta a la ofrecida para la empresa estacional. El contrato 
del trabajador reclutado para intensificar temporalmente la produc­
ción o para responder a circunstancias accidentales de la empresa se 
sometió a las reglas que gobiernan la terminación del contrato para 
una obra o servicio determinados, en el entendido de que si bien era 
cierto que el asalariado se le empleaba para ejecutar una labor perma­
nente, esto, propia y consubstancial a los fines perseguidos por la em­
presa, no menos verdadero era que en la misma se hallaba ausente el 
carácter ininterrumpido exigido por la ley para la formación del con­
trato por tiempo indefinido. Con esta enmienda quedó claramente 
establecido que el trabajo de naturaleza permanente sólo origina una 
relación de duración indeterminada si se ejecuta durante todos los 
días laborables del aho. Por consiguiente, un trabajo de naturaleza 
permanente puede dar lugar a un contrato de duración determinada 
si en el mismo falta la continuidad.
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6.- El artículo 14 del Código de Trabajo autoriza a celebrar el 
contrato de trabajo por cierto tiempo sobre la base de un trabajo de 
naturaleza permanente en los siguientes casos:

¿Estamos en presencia de sucesivos trabajos de duración deter­
minada o, por lo contrario, se trata de un vínculo contractual ininte­
rrumpido en que el trabajador se halla a las órdenes del empleador 
aunque esporádicamente deja de prestar sus servicios? La respuesta 
tiene sus complicaciones porque son innumerables las variantes que 
pueden manifestarse. A partir de 1979 el legislador dominicano ha 
buscado darle una solución general al problema catalogando por 
tiempo indefinido el contrato de trabajo del operario que labora su­
cesivamente con un mismo empleador en más de una obra determina­
da. El Poder Ejecutivo ha sido facultado para reglamentar las condi­
ciones de aplicación de este prec ;pto, pero hasta ahora no lo ha he­
cho , lo cual resulta indispensable para determinar las circunstancias 
que permitirán distinguir entre la repetición de contratos sucesivos de 
duración determinada con fines fraudulentos y una cadena de verda­
deros y reales ’ontratos para obra o servicio determinados (número 
de reiteraciones necesarias, naturaleza de las tareas desarrolladas en 
cada etapa, etc.).

a) Si tiene por objeto la sustitución provisional de un trabaja­
dor que está en licencia, vacaciones o sujeto a cualquier otro impedi­
mento temporal.

Ahora bien, debe aclararse que la continuidad no implica la ne­
cesidad de ejecutar real y efectivamente la faena todos los días labo­
rables del año; basta para que la misma se cumpla que el trabajador 
se halle a la disposición del empleador durante su jomada aunque no 
realice su labor. Si así aconteciera, como pasa con los trabajadores 
empleados en la carga y descarga de los buques, el vínculo laboral se 
considerará de duración indeterminada.

Otro problema que se suscita con este trabajo de naturaleza per­
manente en que falta la continuidad es el de la cadena de sucesivos 
contratos para una obra o servicios determinados. Caso frecuente en 
los trabajadores de la industria de la construcción. No hay dudas de 
que la labor que realizan es la propia y normal de la empresa, razón 
por la cual debe calificársela de permanente; pero en esa labor puede 
ponerse en entredicho la continuidad.



212

b) Si acuerda al trabajador la indemnización legal del auxilio de 
cesantía que le corresponde al terminar el contrato.

c) Si conviene a los intereses del trabajador.

De estas tres excepciones, la segunda ha sido utilizada por algu­
nos empleadores para burlar las reglas propias del contrato por tiem­
po indefinido. Un trabajo permanente e ininterrumpido debe dar ori­
gen al vínculo de duración indeterminada,pero al admitirse legal­
mente la excepción apuntada,el empleador prefiere hacer uso de la 
misma para darle un término anual al contrato de trabajo. Es verdad 
que al hacerlo acepta pagar el auxilio de cesantía,con lo cual garanti­
za los derechos del trabajador,pero la estabilidad deseada por el legis­
lador queda desnaturalizada desde que se autoriza al empresario a li­
berarse de su personal cada cierto tiempo. El asunto no ha dejado de 
discutirse en los tribunales y algunos jus-laboralistas advierten que se 
trata de un fraude de la ley de trabajo cuyo objetivo es quebrar el 
principio básico de la estabilidad de la relación laboral.

III. Situación jurídicodaboral de las personas empleadas según for­
mas de relación de trabajo atípicas.

A diferencia de otros países cuyas legislaciones se han ocupado 
en reglamentar diversas modalidades de nexos atípicos laborales (por 
ejemplo, el trabajo temporario y el de tiempo parcial), en la Repúbli­
ca Dominicana aún no se han establecido reglas específicas. Las nor­
mas del Código de Trabajo son las mismas para todos los trabajadores 
sean éstos gerentes, administradores, oficiales de confianza, emplea­
dos u obreros. La uniformidad sólo se rompe en los regímenes espe­
ciales dedicados a los aprendices, a los trabajadores a domicilio, a los 
servidores domésticos, a los trabajadores del campo y a las gentes de 
mar. Salvo estas excepciones, las condiciones generales de trabajo, 
las disposiciones referentes al salario, las regulaciones de la termina­
ción del contrato, los derechos sindicales y las relaciones colectivas 
son iguales para todos los asalariados que presten servicios en virtud 
de un contrato de trabajo.

En el caso de los trabajadores temporarios la única dificultad le­
gal que se plantea es la de determinar quién es el empleador de la 
persona que presta los servicios. Una vez resuelto el enigma se aplica­
rán las mismas reglas que se imponen al trabajador tipo: salario míni­
mo garantizado; idénticas condiciones de trabajo; prescripciones si­
milares en cuanto a la ruptura del vínculo contractual, etc. Esta afir­
mación no significa que los sinsabores que rodean al triángulo laboral
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no se conocen en la realidad dominicana: los problemas prácticos 
que supone la incertidumbre respecto a la persona del empleador y 
las consiguientes violaciones a la legislación laboral que ella produce 
se manifiestan en la realidad nacional, pero como se trata de un uso 
reciente que apenas comienza a expandirse aún no se ha sentido la 
necesidad de legislar para limitar las opciones del trabajo temporario. 
Los servicios de guardianes privados y de limpieza a edificios y con­
dominios han podido ser regulados por el Código vigente en razón de 
que hasta ahora nadie ha discutido que estos trabajadores están bajo 
la subordinación de la empresa que los ha contratado aunque sus ser­
vicios sean prestados en favor de un tercero que ha concertado con la 
empresa empleadora un contrato civil de servicios. Sólo en el caso 
de empleados públicos puestos a las órdenes de entidades privadas 
han surgido contestaciones en razón de que es diferente el régimen le­
gal aplicable a los empleados públicos. En los tribunales se ha discuti­
do vivamente cuál es la naturaleza jurídica de su relación laboral, es­
pecialmente en los casos en que la persona de derecho privado decide 
pagarles una suma como complemento del sueldo que perciben de 
mano del Estado. La Suprema Corte de Justicia ha tenido la oportu­
nidad de pronunciarse en diversas ocasiones, pero hasta ahora no ha 
mantenido una orientación constante y ha preferido fallar en forma 
casuística. En decisión del 29 de mayo del año de 1974, y a propósi­
to de un policía de banco, advirtió que los miembros de la denomina­
da Policía Especial de Bancos y Agencias Recaudadoras el Estado 
“son empleados públicos del Gobierno a quienes Ies ha confiado la 
misión especial de custodiar los bancos comerciales, por lo que no es­
tán ligados por vínculo contractual alguno a las instituciones donde 
prestan sus servicios” (Boletín Judicial No. 762, pág. 1339). En el 
caso de guardacampestres de ingenios azucareros ha señalado que 
“si bien es cierto que los guardacampestres al servicio de los ingenios 
de azúcar son nombrados por el Poder. Ejecutivo y éste puede cance­
lar sus nombramientos cuando lo juzgue pertinente, no es menos 
cierto que nada impide que los guardacampestres puedan celebrar 
con dichas empresas contratos de trabajo sujetos a las disposiciones 
del Código de Trabajo” (Casación 27 de mayo de 1983), Boletín 
Judicial No. 870, pág. 1401). Como puede inferirse de la lectura de 
ambas decisiones, la máxima instancia judicial dominicana niega 
la existencia del vínculo laboral entre el policía de banco y la insti­
tución. donde presta sus servicios por el hecho de que ha sido nom­
brado en su función por el gobierno, pero admite la posibilidad de 
que se constituya la relación laboral entre el guardacampestre y el 
ingenio que emplea sus servicios no obstante aquél haber sido desig­
nado por decreto del Poder Ejecutivo. En 1955 la Suprema Corte de 
Justicia había ido mucho más lejos al señalar “que las actuaciones de
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Las únicas disposiciones que podrían considerarse como previso­
ras de relaciones atípicas son aquellas que establecen la naturaleza del 
vínculo contractual de los trabajadores estacionales, eventuales, para 
obras sucesivas y de los reclutados por subcontratistas:

a) El contrato del trabajador estacional es reputado por tiempo 
indefinido y al finalizar la temporada sólo se suspende su ejecución 
para reanudarse en la temporada subsiguiente (Art. 10). La única dis­
cusión que ha generado esta prescripción es la de determinar la forma 
en que se computará la vigencia del contrato: en la legislación domi­
nicana el tiempo que dura la suspensión se toma en cuenta para el 
cálculo de la duración del contrato y se supone que la misma regla 
debe seguirse para los operarios de zafra. No obstante, por la pecu­
liar redacción del artículo 10, algunos jus-laboralistas han sostenido 
que sólo los períodos de prestación de servicios se acumularán para 
determinar los derechos de antigüedad del trabajador estacional.

b) El trabajador reclutado durante los períodos de punta está 
sujeto a un contrato para una obra o servicio determinados, pero ten­
drá derecho al auxilio de cesantía si sus labores se prolongan más allá 
de los tres meses (Art. 11 y Art. 72, modificado por la Ley No. 207 
del 30 de abril de 1984).

c) En caso de una cadena ininterrumpida de relaciones de traba­
jo de duración determinada el contrato se reputará por tiempo indefi-

los guardacampestres relativas al cuidado de las propiedades enco­
mendadas a su vigilancia, para evitar su pérdida, deterioro o destruc­
ción, puede ser el resultado de la ejecución de un verdadero contrato 
de trabajo, si se establece la subordinación jurídica implicativa de es­
ta relación contractual” (Casación 2 agosto 1955, Boletín Judicial 
No. 541, páginas Nos. 1598, 1604 y 1615,.

El trabajo a tiempo parcial y el préstamo de trabajadores entre 
empresas diferentes no ha sido sometido a ninguna disposición espe­
cial. Como ya hemos señalado más adelante en este trabajo, el prés­
tamo de trabajadores tiende a regularse apelando a las normas del 
Código de Trabajo que reglamentan la transferencia del trabajador: 
cada préstamo es considerado como una transferencia en que el nue­
vo empleador queda subrogado en los derechos y obligaciones del 
empleador sustituido. La identificación de ambas figuras jurídicas 
a veces resulta difícil de admitir, particularmente cuando el trabaja­
dor prestado sigue recibiendo su salario de manos del empleador pres­
tamista.
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Ahora bien, ninguno de los preceptos mencionados establece 
previsiones especiales en cuanto a las condiciones generales de trabajo 
el salario o las relaciones colectivas. A estos trabajadores se les apli­
carán las mismas reglas establecidas por el Código de Trabajo para los 
demás subordinados.

—Si el trabajador labora sucesivamente con un mismo emplea­
dor en más de una obra determinada; y

—Si el trabajador sigue prestando sus servicios al empleador des­
pués del término pactado en un contrato por cierto tiempo.

En ambas situaciones se considera que el vínculo contractual ha 
sido celebrado por tiempo indefinido desde el mismo comienzo de 
los servicios, pero en la primera se ha facultado al Poder Ejecutivo 
para que reglamente las condiciones de aplicación de la norma, lo 
cual aún no se ha producido (Art. 12, párrafo y Art. 14, párrafo II, 
modificados ambos por la Ley No. 80 del 18 de noviembre de 1979).

d) Los trabajadores reclutados por un subcontratista que no sea 
una empresa establecida han celebrado sus contratos con el contratis­
ta principal, reputándose al subcontratista como un simple interme­
diario (Arts. 18 y 20).
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...que las disposiciones de los artículos 385 al 390 del Código de Procedi­
miento Civil que atribuyen competencia a los Juzgados de Primera Instancia 
para conocer de la recusación de uno o varios de sus jueces, fueron escritos 
cuando esos Tribunales eran colegiados y se han hecho de aplicación imposible, 
desde que fueron convertidos en tribunales unipersonales; que, por otra parte, la 
disposición del artículo 33, acápite, 5, de la Ley de Organización Judicial, que 
atribuye competencia a las Cortes de Apelación para designar al Juez de Paz co­
mo sustituto del Juez de Primera Instancia, cuando éste se encuentre imposibili­
tado para ejercer sus funciones por causa de inhibición o de recusación, o por 
cualquier otro motivo, explica, consecuentemente, la competencia de la Corte 
de Apelación para conocer y apreciar, en primera instancia, las causas de recusa­
ción presentadas contra el Juez de Primera Instancia y decidir acerca de su fun­
damento; ... que de acuerdo con las previsiones del artículo 382 del Código de 
Procedimiento Civil la recusación debe ser formada “antes de principiar el deba­
te”; que, en tal virtud, la recusación debe ser propuesta antes de que las conclu­
siones hayan sido contradictoriamente presentadas en la audiencia, o lo que es lo 
mismo, antes de que el asunto esté en estado;
SCJ. Nov. 1951. BJ 496, Pág. 1487.

...que la recusación es facultativa y no tiene lugar de pleno derecho; que, en 
este orden de ideas, la sentencia en la cual ha participado un juez recusable, no 
está viciada por el hecho de que dicho juez no se hubiese inhibido; que, en efec­
to, el artículo 380 del Código de Procedimiento Civil no le impone al magistrado 
más que un deber de conciencia, y no pronuncia la nulidad de las decisiones pro­
nunciadas contrariamente a sus disposiciones; que, consecuentemente, la senten­
cia dictada con el concurso de un magistrado recusable, pero que no ha sido re-

...que para que el párrafo 8 del artículo 378 del Código de Procedimiento 
Civil sea aplicable, es preciso que el proceso del cual el magistrado está apodera­
do sea el mismo conocido precedentemente, que la cuestión a juzgar sea idéntica 
y que las partes sean las mismas; que en la especie... no tienen el mismo objtvO,ni 
constituyen, rigurosamente, el mismo litigio; que, por otra parte, aún admitiendo 
la identidad de ambos asuntos, dicha recusación es inaceptable, ya que el referi­
do texto legal no.tiene aplicación cuando, por el funcionamiento de las vías de 
recursos, es la misma jurisdicción de que forma parte el juez recusado la única 
llamada a estatuir por segunda vez sobre el proceso, como sucede de ordinario 
en caso de oposición, de revisión civil o de tercería, y como está ocurriendo, pre­
cisamente, en este caso... Que para que la recusación fundada sobre la enemistad 
sea admisible, al tenor del párrafo 9 del artículo 378 del Código de Procedimien­
to Civil, es preciso que el recusante articule específicamente los hechos que la 
originan... alegar simplemente que entre éstos y él “hay enemistad”,... es insufi­
ciente;
SCJ. Sept. 1950. BJ 482, Pág. 817.
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...que el artículo 378, inciso 8 del Código de Procedimiento Civil ha puesto 
como causa de recusación el hecho de que un juez "hubiere dado consulta, alega­
do o escrito sobre el asunto debatido”; "si hubiere conocido de él como juez o 
como árbitro”; que evidentemente la circunstancia de "haber conocido de situa­
ciones absolutamente análogas", no puede constituir la causa de recusación arri­
ba prevista ... que por otra parte, cuando el texto se refiere a un juez ”que hu­
biere conocido de un asunto como juez o como árbitro”, se plantea ia hipótesis 
de un juez que ha actuado como tal en otro grado o en otra jurisdicción; que 
tampoco es causa de recusación, ni de sospecha legítima, el que un juez de una 
corte haya podido hipotéticamente enterarse de un expediente que cursa o haya 
cursado ante dicha corte, o que una parte interesada piense, sin probarlo, que 
haya podido dicho juez formar prejuicio sobre el caso, cuando dicho juez no ha 
externado opinión alguna al respecto, y mucho menos sería causa de recusación, 
o de sospecha legítima que una parte crea que podría citar luego a un juez, como 
testigo en una eventual demanda en responsabilidad civil, contra los otros jueces, 
pues sería crear con ello causas no previstas en el texto que se analiza.
SCJ. Junio 1967. BJ 679, Pag. 1168.

...que la recusación es una 
nominativamente contra uno o

que componen la jurisdicción apoderada, 
a esta jurisdicción constituirse legalmente, no 
sino una c. ’ ’ u
ma-..que ninguna disposición legal permite aplicar ” 
el procedimiento aplicable a la c--------2- 2- 2 
gítima; que ello es así, poraue el asunto sometido 
ser enviado para esos tiñes a otra;
dad de razones, pertenece a las mismas Suprema 
inadmisibilidad de la recusación de todos sus jueces. 
SCJ. Octubre 1962. BJ 627 Pag. 1701.

...que de conformidad con las disposiciones del artículo 392 del Código de 
Procedimiento Civil, el plazo de la apelación en materia de recusación es de cinco 
días, contados desde el pronunciamiento de la sentencia; ... que en el presente 
caso la sentencia apelada fue dictada el 14 de marzo y el recurso de apelación fue 
interpuesto el 19 de abril, cuando ya había expirado ventajosamente p| plazo 
SCJ. Mayo 1961. BJ 610, Pág. 1138

...que el artículo 390 del Código de Procedimiento Civil reza así: "Una vez 
desechada la recusación corno no admisible, su autor sería condenado a una mul­
ta que no baje de veinte pesos, quedando a salvo la acción de reclamación de da­
ños y perjuicios, en cuyo caso no continuará actuando como juez de la causa”; 
que, tanto por las expresiones inequívocas de ese texto, como por el espíritu ra­
cional con que deben ser interpretadas todas las reglas de derecho, resulta indu- 
dable que el texto indicado no dice ni puede querer decir, como parece sostener­
lo el recurrente, que tan pronto como se desestime una recusación basada en

opXnidTd.íenpresumé\ue ha^enunlfdo aVopone^^no puede, por tanto” 

prevalerse de ella en casación.
SCJ. Mayo 1953. BJ 514, Pág. 815.

acción individual en el sentido de que va dirigida 
varios de los jueces llamados a conocer y decidir 

el asunto de oue han sido apoderados; que cuando ella afecta a todos loa jueces 
------------------- 1_  j— o a un número tal de jueces que impide 

.xpoxvviwai ivg^aente, no hay recusación propiamente dicha,
demanda de declinatoria a otra jurisdicción por causa de sospecha legiti- 

'egal permite aplicar a la Suprema Corte de Justicia 
demanda de declinatoria por causa de sospecha le- 

 * ’ > a su conocimiento no podría 
jurisdicción de igual categoría; que, por identi- 

las mismas Suprema Corte de Justicia pronunciar la
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...que la corte a qua condenó a ... a RD$20.00 de multa por aplicación del 
artículo 390 del Código de Procedimiento Civil; que, como en la especie el pro­
cedimiento de recusación fue declarado inadmitible, por falta de la solicitud y 
prestación de la fianza que exige la Ley No.237, y no por otro motivo de fondo, 
no procede la sanción a que se refiere el artículo 390 del Código de Procedimien­
to Civil citado.
SCJ. Junio 1973. BJ 751, Pag. 1780

cualquier motivo y esta recusación sea inadmitida por los jueces que conozcan de 
ella en forma final, el recusado adquiere derecho a reparación pecuniaria; que ese 
texto legal lo único que consagra, de un modo firme, es el derecho del recusado 
a intentar la acción en reparación, pero no el derecho automático a obtener repa­
ración, cuestiones que son completamente distintas; que el derecho a la repara­
ción, en la cuantía que sea de lugar, según las circunstancias de cada caso, debe 
depender, primero, de los motivos y expresiones en que se haya basado la recusa­
ción desestimada, y, en segundo lugar, de que la recusación desestimada haya 
causado, y ello se establezca adecuadamente, un verdadero daño moral al juez re­
cusado; que el hecho de que, como en el caso ocurrente, un recusante entienda 
que, al fallar por devoción a una tesis jurídica cuya aplicación en un aspecto sub­
siguiente del mismo proceso resulte inconveniente para su causa, y procure, por 
vía de una recusación por ese sólo tenor, que sea otro juez quien conozca de esa 
segunda fase, no puede considerarse como una ligereza sensurable, sino como un 
medio de defensa legítimo en lo procesal, aún cuando la recusación sea desesti­
mada; que, a lo sumo, tal proceder puede constituir... un error jurídico del recu­
sante, que en nada peijudicó el ánimo del juez recusado.
SCJ. Octubre 1969. BJ. 707, Pag. 6054
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Ley No. 550 sobre Compañías o Entidades que ofrezcan acciones, 
obligaciones o títulos para su venta ai público.

Art. 2.—Se prohíbe la venta 
género de títulos de compañías qi 
pital pagado sea inferior a v-1--5- 
aportes en naturaleza. Los aportes 
bre de la compr~” — r------- ~
res e indicación de las sumas pagadas por cada uno 
rá ser realizado antes de la declaración notarial de suscripción y pag< 
ciones, a las que deberá anexársele una c—------
así depositados sólo podrán ser retirados después de la constitución definitiva de 
la compañía, por los representantes de la misma, o después que se comp ’’ ’ 
por la declaración escrita de los fundadores 
caso en el cual los fondos serán devueltos í 
ta entregada al banco al abrirse la cuenta.

Art. 3.—Queda prohibido recibir fondos a cuenta de acciones por emitir. 
La entrega a la compañía o a un agente suyo de la suma correspondiente al valor 
de una o más acciones, obligará a la compañía a emitir el correspondiente certifi­
cado de acción en el plazo de 10 días.

PARRAFO: Las compañías constituidas con anterioridad a la presente 
Ley, que hayan recibido fondos de la suscripción de un número determinado de 
acciones, estarán obligadas a emitir en el plazo de un mes a partir de la fecha de 
esta Ley, el número de acciones cuyo valor corresponda a los fondos recibidos y 
devolverán cualquier excedente al interesado.

Art. 1.—Las compañías dominicanas o extranjeras que exhiban, oirezcan 
en venta o emitan al público, o en cualquier forma introduzcan en el mercado de 
la República Dominicana, acciones, obligaciones o títulos de cualquier naturale­
za, estarán sujetas a las formalidades exigidas en la presente ley.

i u ofrecimiento al público de acciones, u otro 
pe no estén legalmente constituidas o cuyo ca- 

veintinco mil pesos (RD$25,000.00) exceptuando los 
■ “5 en dinero efectivo serán depositados a nom-

>añía en formación en un banco del país, con la lista de suscripto- 
de ellos. Este depósito debe­

lo de las ac- 
constancia de dicho depósito. Los fondos 

i ser retirados después de la constitución definitiva de 
ipañíá, por los representantes de la misma, o después que se compruebe 

i— j—s que |a compañía no ser¿ constituida;
a los suscriptores que figuren en la lis-

PARRAFO: La evaluación que se haga de los aportes en naturaleza para 
ser sometida a la junta general de accionistas deberá ser aprobada por el Superin­
tendente de Bancos.
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1.
2.

4.
5.
6.
7.
8.

los fundadores y ad- 
laturaleza y su mo-

, ?^rt’ 4-Con anterioridad a toda medida de publicidad para los fines del 
articulo primero de esta ley y quincenalmente mientras se hagan ofertas al públi­
co, las entidades emisoras o las personas físicas o morales, que directamente o 
mediante intermediario introduzcan en el mercado nacional, pongan a la venta u 
ofrezcan al público, cualesquiera de los títulos a que se refiere el Artículo Prime­
ro de esta ley, deben insertar en un periódico diario de circulación nacional, un 
aviso que contenga las enunciaciones siguientes, relativas a la compañía o entidad 
cuyas acciones, obligaciones o títulos se ofrezcan:

La denominación de la compañía o entidad;
Nombres y generales de ley de los fundadores, socios o administrado­
res de la misma;
La indicación del país bajo cuyas leyes ha sido organizada la compañía 
o entidad;
El asiento social;
El objeto de la empresa;
Su duración;
El monto del capital social autorizado y del capital pagado;
El valor nominal de las acciones de cada categoría, con indicación de 
los derechos sobre los dividendos, o sobre el activo de la compañía 
con indicación asimismo de los votos de que disfrutan en las juntas ge­
nerales;
Un estado financiero hecho dentro de los treinta días anteriores a la 
publicación del aviso, certificado por un contrato autorizado designa­
do por el Superintendente de Bancos.
Nombres y generales de ley de la persona autorizada por la entidad 
emisora o su agente para gestionar la colocación de sus títulos.

Art. 5.—El aviso a que se refiere el artículo anterior, debe asimismo indicar 
el monto de las obligaciones que hayan sido emitidas por la sociedad, con la enu­
meración de las garantías que protejan dichas obligaciones, y, en caso de que se 
trate de una nueva emisiói., el interés a pagar por cada uno de ellos, la época y 
las condiciones de pago y las garantías que protegen la emisión nueva.

Art. 6.—El aviso mencionado en el Artículo 4 de la presente ley deberá, 
además, hacer mención de las ventajas estipuladas a favor de lo■ " 
ministradores, o de cualesquiera otra persona, los aportes en n;
do de remuneración, las modalidades de la convocatoria a las Asambleas Genera­
les y el sitio de su reunión.

Art. 7.-Las personas o entidades que emitan, exhiban, pongan a la venta, 
sirvan de intermediarios o introduzcan títulos de los previstos en esta Ley, debe­
rán fijar su domicilio en la República Dominicana y estarán obligadas a suscribir 
dicho aviso con la firma de sus representantes legales y su dirección postal.

Art. 8.-El aviso a que se contrae la presente Ley deberá ser sometido para 
su aprobación al Superintendente de Bancos, quien examinará si los requisitos 
exigidos por la misma han sido cumplidos. La aprobación del Superintendente 
de Bancos deberá hacerse constar en el aviso publicado.



Art. 9.—Antes de impartir la aprobación a que se refiere el artículo anterior, el 
Superintendente de Bancos reauerirá de los interesados la presentación e un in­
forme económico en que se describan las actividades a que se e ca o e cara 
la sociedad cuyos valores ofrecerán en venta al público, con indicación de los es­
timados de origen y aplicación de los fondos de la entidad emisora. uando se 
trate de emisiones de valores de sociedades ya establecidas se someterán al Su­
perintendente de Bancos los estados financieros de los últimos tres anos fiscales 
de la sociedad emisora o los estados financieros a partir de su constitución, si es- 
ta se hubiere efectuado en un período inferior a tres años.

Art. 10.—(Mod. Ley 162 de 1971, G.O. 9232). Las Compañías objeto 
de la presente Ley estarán sujetas a una inspección de Auditoría, la cual realizará 
un Contador Público Autorizado designado al efecto por el Superintendente de 
Bancos, una vez al año, por lo menos. El resultado de la misma será publicada 
por la Superintendencia de Bnacos, en un periódico de circulación nacional

Art. 11.—Las declaraciones falsas o mentirosas que se hagan en la propa­
ganda, prospectos o anuncios relativos a la compañía, sus títulos o sus activida­
des,serán castigadas en la forma mencionada en el Artículo 15 de la presente 
Ley.

Art. 12.—Las personas autorizadas por la empresa emisora para gestionar 
la colocación de títulos en el público, deberán portar carnet de identidad que ex­
tenderá el Superintendente de Bnacos a requerimiento de la empresa, previa 
comprobación de la solvencia y de la buena reputación del interesado.

Art. 13.—Las compañías o empresas serán responsables de los fondos en­
tregados a las personas autorizadas por ellas para gestionar la colocación de cua­
lesquiera clase de títulos en el público, no obstante las disposiciones en sentido 
contrario que se publiquen o se hagan figurar en los recibos que éstas entreguen.

Art. 14.—Las compañías a que se refiere la presente Ley que gasten en 
sueldos de sus funcionarios, anuncios o propaganda sumas en exceso de las que 
para esos fines sean previamente aprobadas por una asamblea general serán inter­
venidas por la Superintendencia de Bnacos, previa aprobación del Secretario de 
Estado de Industria y Comercio. Esta intervención consistirá en ordenar la re­
ducción o suspensión de dichos gastos con cargo a fondos obtenidos del público. 
La Superintendencia de Bancos fijará un plazo prudencial dentro del cual las 
compañías intervenidas deberán ajustarse a las normas que a ese respecto se les 
hayan trazado. Si esas normas no se cumplieren dentro del plazo fijado, el Su­
perintendente de Bancos, previa aprobación del Secretario de Estado de Indus­
tria y Comercio, podrá solicitar la liquidación de la compañía a la autoridad u4+- 
cial competente.

PARRAFO 1ro.—(Mod. Ley 162 de 1971, G.O. 9232). También podrán 
ser intervenidas en igual forma cuando a consecuencia de lo dispuesto por el Art. 
10 de la presente ley se compruebe que existen graves irregularidades en el mane- 
jo de los fondos o negocios de la compañía.

La intervención de la Superintendencia de Bancos podrá extenderse a fin 
de que dicho Organismo dicte todas las medidas que se consideren necesarias pa- 
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Art. 17.—El Poder Ejecutivo dictará los reglamentos que fueren necesarios 
para la ejecución de la presente ley.

PARRAFO 3ro.—Mientras dure la intervención se aplicarán las disposicio­
nes de los Estatutos sociales de la empresa en todo aquello que no colida con las 
disposiciones de esta ley o con las medidas tomadas por el Superintendente de 
Bancos en Resolución motivada. El Superintendente de Bancos deberá autorizar 
las convocatorias de las Juntas Generales de Accionistas, tanto ordinarias como 
extraordinarias, sin cuyo requisito éstas no serán válidas.

PARRAFO 2do.—Las compañías constituidas con anterioridad a la presen­
te ley deberán celebrar una asamblea general de accionistas, para los fines indica­
dos en este Artículo dentro del mes siguiente al vencimiento del plazo estableci­
do por el párrafo del Artículo 3 de la presente ley.

ra corregir las irregularidades que dieron origen a la intervención, y para evitar­
las en lo futuro. A esos fines el Superintendente de Bancos designará un funcio­
nario de su ^Despacho, con el carácter de Interventor Delegado, para que, instala­
do en Jas oficinas de la Gerencia de la empresa, fiscalice todas las operaciones de 
administración, de producción, de ventas, de mercadeo y cualesquiera otras cpie 
la Superintendencia de Bancos determine, con la facultad de dar su aprobación, 
condicionarla o negarla a cualquiera de dichas operaciones. En el curso de la in­
tervención el Superintendente podrá designar también a las personas que deban 
integrar el Consejo de Administración de la Empresa, para lo cual escogerá a 
aquellas que, a su juicio, representen y defiendan mejor los intereses de los pe­
queños inversionistas.

Esa intervención se prolongará por el tiempo que el Superintendente de 
Bnacos considere necesario para establecer una sana y eficiente administración 
de la empresa. La prolongación de la intervención por un período mayor de seis 
meses deberá ser adoptada por este funcionario mediante resolución motivada.

Art. 15.—Las infracciones a la presente ley o sus reglamentos serán castiga­
dos con multas de cien a mil pesos, o prisión de seis meses a dos años, o con am­
bas penas a la vez, sin perjuicio de las condenaciones en que pudieren incurrir los 
infractores por otros crímenes o delitos de que. fueren declarados culpables. La 
aprobación del Superintendente de Bancos, previsto en los diferentes artículos 
de la presente ley no eximirá a los infractores de las penas en aue puedan incu­
rrir, las cuales serán aplicadas a las personas físicas, que actuando por sí o en re­
presentación de una compañía o entidad, sean responsables de las violaciones a la 
presente ley.

Art. 16.—La presente ley.no se aplicará a las compañías o entidades que se 
limiten a la venta o colocación de valores mobiliarios en forma privada.
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(Agregado por Ley 162, de 1971, G. O. 9232)

Art. 4.—Los cargos de los organismos directivos de las compañías comer­
ciales organizadas de conformidad a la Ley No. 550, solamente podrán ser ocu­
pados por personas físicas que reúnan las condiciones exigidas por las disposicio­
nes estatutarias de la compan ía.

Art. 5.— En todas las Juntas Generales de Accionistas Ordinarias o Extra­
ordinarias, de las compañías a que se refiere la Ley No. 550, las decisiones se to­
marán por la mayoría de votos de los accionistas presentes o representados. Ca­
da acción dá derecho a un voto, pero ningún accionista podrá tener derecho a 
más de MIL VOTOS, sea cual fuere el número de acciones que le pertenezcan.

En- todo traspaso de acciones, a título oneroso o gratuito por valor de CIN­
CO MIL PESOS o más, deberá ser aprobado por el Consejo de Administración de 
la Compañía y la Superintendencia de Bancos.
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